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StrNTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima, 22 dc octubre de 2018

tos. quc igualmente están contenidos e¡ el artículo 11 dcl lleglamenlo

Recurso de agravio constitucional interpuesto por don Leslie Jhon Solano Cuillén
contra la resolución de lojas 90, de fecha 2 de octub¡e de 20i7, expedida por la Sala
Civil Transitoria de Ate de la Corte Superior de Justicia de Lima Este, que declaró
improcedente la demanda de autos.

FUNI)AMEN'TOS

dene toria, dictada sin más trámite, cuando se presente alguno de los siguientes

vo del Tribunal Constitucional

a) Carezca de l'undamentación la supucsta vulneración que se invoque.
b) La cuestión de Derecho contenida en el recorso no sea de especial

trascendencia conslilucional.
c) La cuestión dc Derecho invocada contradiga un precedente del Tribunal

Constitucional.
d) Sc haya decidido de manera desestimato a en casos sustancialmente iguales.

2. En la sentencia emitida en e1 Expedierte 0453 3-2013 -PA/TC, publicada el 27 de

enero de 2015 en el pofial wcb institucional. el Tribunal Constitucional declaró
il¡procedente la demanda de amparo. Allí se deja establecido que la vía procesal
idónea e igL¡almente satist¡ctoria para resolver las pretensiones individuales por
conllictos juridicos derivados de la aplicación de la legislación laboral pública es el
proceso contencioso-administrativo. Este proceso, desde la perspectiva objetiva,
posee una estnrclura idónea para tutelar los derechos relativos al trabajo. Además,
cuenta con r¡edidas cautclarcs oricntadas a suspender los efectos del acto
rcclamado mientras se resuelvan las controversias pendientes de absolución.

ASUNTO

lln la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, pr,tblicada en e1 diario
t:¡ftcial El P¿ruuno ei 29 de agosto de 201,1. este Tribunal estableció, en cl
lundamenlo 49, con carácter de prcccdente. que se expedirá sentencia inte¡locutoria
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3. Ill prcsente caso es sustancialmente igual al resuclto, de manera desestimatoria, en el

Expediente 045 3l-2013-PA/TC. Ello en mérito a que, para resolver la controrersia,
ref'erida a que se disponga la inaplicación de la Resolución Directonl 4066, de fecha

27 clc agoslo de 2014, y, en consecuencia, se ordene su reposición en cl cargo de

doccnte que venia ocupando, existe una via procesal igualmente satisfactoria pari
protcger el derecho amenazado o vulne¡ado. Aquello ocurre cuando, en casos cono
este, la parte demandante se enc¡.¡entra sujeta al régimen laboral público, tal como se

ádvieite de los folios I a 6; y no se acrcditó quc cxista riesgo de que se produzca

ineparabilidad o la necesidad dc tutcla urgente de vada de la relevancia del derecho

o dc la gravedad de las consccucncias.

,1. En consecuencia. y dc lo expueslo en los ltndamentos 2 y 3 sapra, se verifica que el
plcscntc ¡ccurso de agravio ha i¡cu¡rido en la causal de rechazo prevista er el acápite

d) del fundamenlo 49 de la sentcncia emitida en el Expediente 00987-2014-PA/ lC y
en el inciso d) del articulo 11 del Reglamento Nomativo del lribunal
Constitucional. Por esta razón, corresponde declarar, sin más trámite, improcedente
el recurso de agravio conslitucional.

Poi estos l'r¡11damcntos, cl l ribunal Constitucional. con la auto¡idad quc le conficre
la Constitución Politica del Perú, el fundame¡to de voto del magistrado Sardón de
'Iaboada, y la participación del magistrado Espinosa-Saldaña Barcra. convocado para
dirimir la discordia suscitada por el voto singular del magistrado Ferrcro Costa.

Además, se incluye el fundamento de voto del magistado Espinosa-Saldaña
IJare¡a.

RESUEI,VI',

Decl¡r¿n IMPROCLI)liN I L cl rccurso aoravio constitücional

MIRA.NDA CANAI,I'S
SA.RDÓN DE 1'AI]O DA
ltsPlNosA-s^r,D-,\Ñ^ BA

Le/u
Lo qü
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FUNDAMEN'ro DE voro DEL MAGIsrn¡»o sanoóN oE TABoAD^

Si bicn cstoy de acuerdo con el lallo de la senaencia interlocutoria cxpcdida cn autos,
discrcpo de su fundarnentación.

Il¡ el acápitc b) dcl fundamento,l9 de la sentencia emitida en el Expediente 00987
2014 I'^./ l C 

-precedente 
Vásquez Romeio este Tribunal Constitucional señaló que

debe rechazaNe cl rccurso dc agravio constifucional cuando la cucstión dc Dcrccho quc
conticnc no sca de especial trascendencia constitucional.

En este caso, la pade dema¡dante solicila su reposición en el puesto de trahajo. for
considerar que ¡r¡e despedida arbitmriamente. Sin embargo, como he señalado
repetjdamcnte cn rnjs votos emitidos como magistrado de este Tribunal Constitucional,
considcro quc nucstra Constitución no cstablccc un régimen de estabilidad laboral
ahsoluta.

A mi cntcnder, cl derecho al trabajo consagrado por cl artículo 22 de la Constitución nt)
incluye la reposición. Como señalé en el voto singular que cmiti cn cl Expcdicnte
05057-20I I -PA/TC, Prcccdcn¡e lluatr¡co Hüaü.¡co, elderecho altrabajo

debe scr e¡tendido como ld posibil¡dad .t¿ acceder Librenente al nercado laboral a d
desdnalhr la dctiriddl ecanóníco que úno qu¡eru, de tro de los líni¡es qte la le)
estdblec( pot n¡,ones de o lei públúa. Solo esta interprctación cs consistente con las
libcúadcs dc contraraciórr y trabajo consagradas en e] afículo 2', incisos l4 y l5i la libcrlad
dc cmprcsa cstablccida.n cl añiculo 59"; y, Ia visión dinámica dcl proceso cco¡ómico
conlcnida cD cl drticulo 61" dc la Constitució¡.

Así, cuando el afículo 27 de la Constitución de 1993 establece que "la ley otorga al
l¡abajador protccción adecuada contra el despido arbitrario", se refiere solo a obtener
un¿ indemnizacrón determinada por 1a ley.

A mi c¡itcrio, cua¡do ia Constitr¡ción utilizó el adieti,¡o arbitrario, englobó tanto al
dospido rrlo como al injusli.ficaclo de los que hablaba el Decreto Legislativo 728, Ley
de F'omcnto dcl Empleo, de l2 de noviembre de 1991.

flsto cs así po¡que, según el Diccionario de la Lc¡gua Española, drbitraño .s

Srúcto a I¡ librc voluDtad o al capricho antes que a la ley o á Ia razón.

lndebidamentc. la Lcy 26513 p.omülgada cuando ya sc cncont¡aba vigente la actual
Constitución prelendió equiparar cl despido qLre la Constitución dc¡ominó arbitrario
solo a lo quc la vcrsión origi¡aldel Decreto Lcgislativo 728 llamó inju.tt¡licado.
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Semejante operación normativa implicaba afirmar que el despido ,?rlo no pucdc ser
descrito como "sujeto a la libre voluntad o al capricho antes que a la ley o a la razón", 1o

quc cs cvidcntcmcntc jnaccptablc.

Más allá de su deficienle lógica, la Ley 26513 tuvo como consccucncia resucitar la
reposición como mcdida de protección ñente a un tipo de despido, entregándoles a los
jucccs podcr para forzar la continuidad de una relación de trabajo-

Esta nueva slasificación que se manticnc cn el Texto Ú¡rico O¡denado del Decreto
Legislativo 728, Ley de P.oductividad y Competitividad Laboral, ap¡obado mediante
DecretoSuprcmo003-97-TR esinconstitucional.

[-anlcrltablcmente, esle e¡'ror fue ampliado por el T¡ibunal Constifucional mediante los
casos Srndicato Tclcfónica (2002) y Llanos Huasco (2003), cn los que djspuso que
conespondia la reposición incluso f.cnte al despido arbitrario.

Al ticmpo quc cxtiajo la reposición de la existencia del amparo laboral, Llanos Huasco
pretendió quc sc distinguiera entre el despido nulo, el incausado y el fraudulento. Asi,
si ¡o convencia, al menos confundiría.

A mi critcrio, la prosc¡ipción constitucronal de la reposición incluye, ciertamcntc, a los
trabajadores del Estado sujctos al Decreto Legislativo 276 o a cualquier otro régrmen
laboralpúblico.

La ConstitucióD de 1993 evitó cuidadosamentc utilizar el témino "estabilidad labo¡a|",
con el que tanto su prcdecesora de 1979 como el Decreto Legislativo 276, de 24 de
marzo de 1984, se referían a la rcposición.

Bl de¡echo a la reposición del régimen dc 1a canera administrativa no sob¡evivió, pues,
a la promu)gación dc la Constitución el 29 de dicjembre de 1993. No cambia las cosas
que hayan tra¡scurrido casi vcinticinco años sin que algu¡os se percaten de ello.

lbr taDto, considero que el recurco de agravio constituctonal debe rechazarse porque no
cslá relacionado con el contcnido constitucionalmente protegido del derecho jnvocado.

Lo
SARDÓN DE TABOADA
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IIUNDAMIJN'I'O DIi VO'I'O DEI, MAGISl'IIADO ESPINOSA-SALDAÑA
IiARRI!IIA

Coincido con el sentido de lo resuelto por mis colegas. pero debo hacer algunas

prccist;nes sobre la aplicación de las causales del precedente "Vásquez Romcro" y su

interacción con las causales de improcedencia del Código Procesal Constitucional, y. cn

especial con Io dispueslo en el precedcntc "Elgo Ríos":

1. Uno de los temas quc corresponde a esle Iribunal ir precisando en su
jurispludencia cs el de la dplicación de la causal d) de la sentencia interlocutoria
denegatoria donde se recoge el supucslo de "casos sustancialmentc iguales''.

Como he venido señala11do cD más de un l'undamento de voto. csta causal de

Icchazo implica u¡a f'uertc vinculación enlre los hechos y las razones del caso

quc se uliliza como rclerente y aquel al que sc pretende aplicar las mismas
iúns((ucn( ru5 jurrd:a¿- (lrre xl primero.

2. Ahora bicn. en los casos de Derecho laboral público que ha venido resolviendo
cl 'l rib¡.rnal Constitr¡cional. sc ha instalado la práctica de utiliza¡ como caso

rel'ereüte ia scntcncia rccaída en e1 e\pediente 0453 3-2013-PA/TC, caso

"Marcapura Aragón''. Sin embargo. debo hace¡ notar que encuentro dos
problemas si sc insiste en una aplicación sistemática dc estc critedo, ambos
problemas de orden procesal.

3. Ll primer problcma viene por lo que se entiende por "sustancialmcnte igual". La
sentencia "Marcapura Aragón" da cuenta de una demanda de amparo interpuesta
por un trabajadu (almacenero) de la Municipalidad Provincial de Cusco que

busca scr reincorpor'ado. Bastan estos datos para condict)nar el universo de

casos a los qLre sc pucdc asimilar cstc refcrente. Y es que si nos encoútramos
anle sitL¡aciones dilircntcs. cl caso ulilizado como rei'erencia lambién debe

cambiar. No sc pucde ulilizar "Marcapura Aragó¡' pa¡a cualquier caso laboral
público. Con ello, se corre el riesgo de que se deslegitilne la decisión lomadat y
no solamente en este caso pues se estaria asr¡micndo quc con una minima
simililud es sL¡ficienle para quc cl 'l ribunal declare la improcedencia.

,1. El segundo p.oblema eslá refe¡ido a la propia solución dc "Marcapura Aragón".
Y cs que si se analiza dicha sentcncia, se podrá rápidamente evidenciar que se

cstá antc una invocación de Ia perspectiva objeliva de 1o que luego vendría a ser

el precedente 'Elgo Ríos". Es deci¡, se verifica que cxistc un proceso con
estr!¡ctura idónea que sc¡ia cl proccso contencioso administralivo, con lo cual se

rcsuclve que dicha via es igualmente satislactoria al amparo.

5. Sin embargo, se olvida que los crite¡ios del prccedente "Elgo Rios" lian sido
pensados para aplicarse caso a caso y no de fo¡ma cstátjca. lln olras palabras,
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cuando cn "Marcapura Aragón" se dice quc exisle üna vía igualmente

satisl¡ctoria, ello es válido para ese caso cn concreto, y no para todos los casos-

Al aplicarse la causal d) a "Marcapura Aragón", se genera un cfecto pet ficador
en la j urisprudcncia que libera aaljuczdel análisis caso acaso y lo obligaria a

aplicar una regla 1ija. referida a que el proceso contenoioso administ¡ativo
siemprc, y para todos los casos, seria una vía igualmcnte salisfacto¡ia. Eso cs

desnaturalizar un precedente dcl'l'ribunal Constitucional, allernaliva
absolutamente inadmisiblc. l]n Tribunal como el nuestro no puede acordar algo,

sobre todo con carácler de preccdcnte, para de inmediato dcsconocerlo-

Ilvidentcmente, no puedo estar dc acuerdo con ese e1aó11eo mzonamienlo.

6. Irente a cstc escenario. considero que Ia mejor forma de tratar los casos de

Dcrccho Iaboral público en una scntencia interloct¡toria es la dc la propia causal

c), quc pcrmite al Tlib¡.rnal haccr una aplicación di¡ecta dcl preccdente "Elgo
Ilios" para atender las particularidades de la controve¡sia qL¡c sc presenta, en

lugar de ia aplicación indirecta por medio de "Marcapura Aragón". Ello sin
perjuicio dc utilizar la causal d) cuando se trate verdaderamente de casos

sustancialúe¡1te iguales, los cuales no impliquen el análisis de la vía igualmente
salisfactoria, o la causal b) cuando se haga refetcncia a alguna de las otras

oausales de inproccdenci¿ previstas en e1 Código Procesal Constitucional.

7. Ahora bien, consjdcro que en este caso en específico, corrcsponde la emisión de

una se,ltcncia intcrlocutoria en aplicación dc la causal c) prevista en el
fundamento 49 de la sentcncia "Vásquez Romero". Ello porque no sc ha

considcrado lo establecido por este Tribunal, con carácter de precedente, en el

caso "Elgo Ríos".

8. El presente caso consiste en que se disponga la inaplicación dc la Resoluei,in
Directoral 4066, de lécha 27 de agosto de 2014. y, cn consecuencia, se ordene

su (cposición en el cargo de docenle qr¡e venía ocupando. En e1'ecto, alega que se

cstarian violado su derecho al tmbajo. cntrc otros.

9. A.hora bien, corrcsponde analizar si lo planleado contravicne lo previslo en la
scntcncia 023 83-201 3-PA/TC, la cual estableció, con carácter de precedente, que

una !ía ordinaria oonstituye una vía igualmente satisfactoria al proceso de

amparo, si cn un caso concrelo se demuestra. de manc¡a copulativa, el

cumplimicnto de los siguientes elementos: i) Que la cstructura del proceso es

idónca para la lutela del delecho; ii) Que la resolución que se l'uera a ernitil
pueda blindar tr¡tela adccuada; iii) Que no existe riesgo de que se produzca
irreparabilidad: y. ir) Que no existe necesidad de r¡na tutela urgentc dcrivada dc
la rclcvancia dcl deiecho o de la gravedad de ias consccuencias.

10. En este caso, desde una pc¡spcctiva objetiva, tenemos que el proceso

contencioso administrativo, regulado por el Texto Unico Ordcnado dc 1a l-ey
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2758,1, cucnta con una estructura idónea para acoger la prete¡sión del
demandanle y darle tL¡lela adecuada.811 efecto, el presellte caso consiste en que
se i¡aplique la Resohiciór'r Directoral 4066. Asi, tencmos quc el prooeso
coD¡cncioso admiDistrativo ha sido diseñado de mancra que permite ventilar
pretensiones como Ia planteada por la parte demandaüte en el presente cáso, 1al

como eslá previsto por el ariícülo 5.1 y 5.2 del Texto único Ordenado de la
citada Ley.

I 1. Por otro lado, ate¡die¡do a una perspectiva sübjetiva, en el caso de aulos no se

ha acrcditado un ricsgo de itreparabilidad del derecho en caso se transite ia \ ia
o¡dinaria. De igual manera, tampoco se verillca la necesidad de tulela urgente
dcrivada de la relevancia del derecho en cuestión o de la gmvedad del daño que
podría ocui r.

12. Por lo expuesto, corresponde qLre el presente recurso de agravio constitucional
sea declarado IMPROCEDENTE. Elb porque en el caso concrcto cxistc una
vía igl¡alüenle satisl'actoria, que es el proceso contencioso adnlinistrativo.
Asimismi¡. y atcndiendo a que 1a demanda de aulos l'ue interpuesta oon
anlerioridad a la pubiicaciór'r dc la scntcncia emitida e¡ el Expediente 02383
2013+A/TC er el dia¡io oiicial E/ Pel¿rano, correspondc habilitar el plazo para
quc en la vía ordi¡ra¡ia 1a parte demandanle pueda demandar, si asi lo cstima
perlinente, el ¡eclamo de sus dcrcchos prcsuntamente vulne¡ados. conlb¡me se

dispone en los lündamenlos 18 a 20 de la precitada scntencia.

s

¿r.¿

La quc

(
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayo¡ respcto por la poDencia

do mi colega ñagist¡ado, emito el presentc voto sil1gular, para expresar lespetuosamente
que disiento del precedente vinculante establecido cn la Senlencia 00987-2014-PA/TC,
SENI'ENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a

continuación cxpongo:

IIillillllllllilllllllil
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Ilr, TRTaUNAL CoNSTrrucroNAL coMo coRTE DE REvlsIóN o FALLo Y No DE

CASACIÓN

La Constitución de 1979 creó el Tribulal de Garantias Constitucionales como

instancia de casación y la Constitución de 1993 convirtió al Tribunal Constilucional
en instancia dc fallo. La CoNtitución del 79, por prime¡a vcz en nuestra historja
constitucion¿rl, dispuso la creación de ün órgano .7d,oc, independiente dcl Pode¡

Judicial, con la tarea de garantizar la supremacia constitucional y Ia vigencia plena

dc los derechos l'u¡damcnlales.

3. En ese sentido, la Ley 23385, [,ey Orgánica del 'lribunal de Garantías

Constilucionales, vigente en ese momento, estableció, cn sus artíc os 42 ai 46, que

dicho órgano, al eDcontrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha

aplicado en forma er¡ada o ha incur¡ido en graves vicios prccesales en la
tramitación y rcsolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de

señalar la dcficiencia, devolverá los actuados a la Cofle Suprema de Justicia de la
Repi¡blica (¡cenvio) para que emita nucvo fallo siguiendo sus lineamienlos.
procedimicnto que! a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mcncionados.

.1. El modelo dc tutela ante amenazas y vulncración de derechos fue scriamente

modiñcado en la Constitüción dc 1993- En primer lugar. sc amplí:ur los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a s:¿ber, habeds cotpus, ar:nparo, habeus ddla
y acción de cumplimie¡to. En segundo lugar, se crca al 'l-ribunal Conslitucional
como órgano dc control de la constitucionalidad, aun cualdo la Constitución lo
calitica crróneamenle como "órgano dc control de la Constitución". No obstante, en

Mt

2. La Ley ¡'undamental de 1979 cstableció que el Tribunal de Garantías

Constjtucionáles era un órgano de control de la Constitución, que telía jurisdicción

cn todo el ter¡itolio nacional p:ra conocer, en úa de casació , de los habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, io que implicó que dicho'lribunal ro
constituía una instancia habilitada para fallar en forma deñnitiva sobre la causa. Es

decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
dercch.s recrllocidos cn la Conslituiión
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matcria de procesos constitucionalcs de la libeúad, la Constitución establece que el

Tlibunal Constitucional es instancia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Co¡stitución Política del Perú, en su afículo 202, iÍciso 2,

prescribe que coÍcsponde al Tribunal Constitucional "coúocet, en últi 1.t y
defin¡tiva inslanc¡a, las resoluciones denegatorias diclad.$ en los pror:etos de

hdbeds cor])us, dmpdro, hdbeas rlata y alcción de cttmpl¡miefitot'. Esta disposicion

constitucional, dcsde una posición de franca tutela dc los derechos fundamentales,

exige quc el 'lribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quicn se

estima amenazado o agraviado cn un derecho fundamental. Una lectura diversa

contravendría maüdatos esenciales de la Constitución, como son el principio dc

defe¡sa de Ia persona humana y el respeto do su dignidad como fin supremo de la

socicdad y del Esudo (artículo l), y "ld obserrancia del debido proceso y tutela

.ittrisrliccional. Ninguna persona p cde ser d¿sviada de la iut¡;trlicción
predaterminada por la ley, ¡ somelidd a procedimieúto d¡rtinlo de los prcriamenle
eslablecidos, ni juzg¿tdu por órganos jurisdíccionales de excepción ni pur
combiones especiales creadas al efecto cualquiera sea su denominatciót1",

consagrada en el a ículo 139, inciso 3.

6. Como se adviefie, a diferencia de lo que acontece en otros paises, en los cuales el

aoceso a la última instancia constitucional tiene lugar por Ia vía del certiordrí
(Suprema Corte de los Estados Unidos), en el Perit el Poder Constituyente optó por

un órgano supremo de interpretación de la Constitución capaz de ingresar al foüdo

en los llamados procesos dc la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una

protección de su derecho en sede del Podcr Judicial. En otras palabras, si lo quc

está en discusión cs la supL¡esta amenaza o lesión de r¡n dcrccho l'undamental,5e

debe abrir la vía corespondiente p¿ra que el l'ribunal Constitucional pueda

pronunciarse. Pero la apcrtura de esta via solo se produce si se permite al

peticionante colaborar con 1os jueces constitucionales mediante un pormenorizado

an.rlisis de lo que sc ¡retende. dc lo que.e in\ucJ.

7. Lo constitucional es escuchar a la p¿rte como concretización de su derecho

irrcnunciable a la defensa; además, un T bunal Constitucional constituye el más

cfcctivo medio de del'ensa de los derechos fundamentales lrente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia ftente a la
arhitrariedad-

Ial. DTRECHo   sER oiDo cor\'Io NIANIFISIACIóN DE LA DEMoCRATIZACIóN DE Los
I'RocESos CoNst tTticIoNALES DE LA LIBERTAD

8. La administración de ji¡slicia co¡stitucional de la libeñad que brinda el Tribunal
Constitllcional, desde su creación. es respetüosa, como cofiesponde, dei derccho de

Iiililililililililt lllll
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defensa inherente a toda persona, cuya manifestación p maria es el de¡echo a sel

oído con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se

dctcrminen sus derechos, intercses y obligacio¡es.

9. Precisamente, mi alejamiento rcspecto a Ia emisión de una resolttción constitucional
sin realizarse audiencia de vis¡a está relacionado con la defensa, la cual, sólo es

eltctiva cuando el.justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
o¡al, los argumentos pertinenles, concretándose el p ncipio de inmediacJón que

debe tegir en todo proceso constitucional.

10. Sobre 1a intervención de las partes, coresponde señalar que, en tanto que la
potestad de administrar justicia constituye una manifestación del poder que el

Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta cofftitucional cuando se

brinda con estricto respeto de los derechos i¡herentes a todo ser humano, lo que

incluyc el derecho a ser oido con las debidas garantías.

ll. Cabe añadir quc la participación directa dc las parles, en delensa de sus intereses,

qr¡e se concede en la audiencia dc vista, tambiéll constituye un elemento que

democratiza el proceso. De lo contra¡io, se decidiria sobrc la esfera de interés de

una persoDa sir permitirle alegar lo correspondiente a su 1ávor, lo que resultaria
excluyente y antidemocrático. Adcmás, el Tribunal Constitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, en cada caso conc¡eto, las razones, los motivos y los

argumentos que justillcan sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se

lcgitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones. por
expresar de modo suficienle las razones de derecho y de hecho relevantes en cada

caso que resuelve.

12. En esc sentido, la Corte Interamericana de Derechos Hunanos ha establecido que el
derecho de defensa "obligd dl Eslddo a fratar al individuo en todo momento como

un Nerdadero sujelo del prcceso, en el nds umplio sefit¡do dc esle conctplo, y no

simplemenle cot o obieto del mismo"t,¡ que "pdrd (lue exista dcbido proteso legal
es preciso quc un iustic¡tible pueda hacet ralet sus derechos y defender sus

íntereses en /brma efectitd ! eú cond¡ciones de igualdad procesal con otros

lus claotcs

I Cofle IDH. Caso Barreto Leiva vs- Ve[ezuela, sentencia del 17 de noviembre de 2009,
pánafo 29.
2 CoÍe IDH. Caso llilaire, Constanti[e y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 21 dejunio de 2002, ptu'rafo 146.
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N,lTtrRALuza I\rocESAL DEL RECtIRSo DE AcRAvIo CoNsl lrucIoNAL

ll. Bl modelo de "instancia dc fallo" plasmado en la Constitución no puedc ser

desvi¡tuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus

disposicioncs. Dicho Tribunal es su inté¡p¡ete sup¡emo! pero no su reformador, toda
vcz que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

14. Cua¡do sc aplica a un proceso constitucional de la libe¡tad la denominada
"sentencia interlocutoria". el recurso dc agravio constitucional (RAC) pierde su

verdadera esencia juridica, ya que el 'l ribunal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho menos "recalillcar" elrecurso dc agravio constitucional.

15. De conformidad con los al1ículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, cl
'Iribunal Constitücional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de Ia
Sala Superior del Pode¡ Judicial. Al Tribunal lo quc ie corresponde es conocer del
RAC y pronurciarse sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de

¡cchazar dicho reourso, sino por el contrario de "conoce¡" lo qL¡e la pa¡te alcga
i,'mo un ¡gr¡vio que lc ccu.a indclcn:iún.

16. Por ot¡o lado, la "sentenci¿ interloculoria" establece como supuestos para su

aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contcnido, en el mejor de los casos,

rcquicrc ser aclarado, justilicado y concrctado i-n supuestos especílicos, a saber,
identilica¡ en qué casos se aplicaria. No hacerlo, no dellnirlo, ni justificarlo,
convie¡tc cl empleo de Ia precitada sentencia en aabitrarjo, toda vez que se podda
afectar. entre otros. el de¡echo fundamental de defensa. en su manifestación de ser
oido con las debidas garantias, pues ello daria lugar a decisiones subjetivas y
carentcs dc predictibilidad, afectando notablemente a los justiciables, quienes

tcndrian que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de presenlar su

rcspectiva dem:rnda.

17. Por lo demás, mrtctt¡s mutand¡s, el precedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA/ tC repite lo señalado por el Tribunal Constitr¡cional en ot¡os
fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PllC/TC). Del nrismo modo. constituye una realinnación de la natu¡alcza
proccsal dc los procesos constitucionales de la libefiad (supletoriedad, via prcria.
vias pz[alelas, Iitispendencia, invocación del de¡echo conslitucional Iíquido y
cieflo, etc.).

18- Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libefad sean de

una natumleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvifuar la esencia principal del recurso de agrar io
constitucional.
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19. Por tanto, si sc liene en cuenta que la justicia en sede constitucional representa la
últina posibilidad para protege¡ y repa¡ar los derechos fundamentales de los

agra,,iados, volo a lavor de que en el presentc caso se convoquc a audiencia para la

vista, lo que gamntiza que el T bunal Constitucional, en tanto instancia última y
delinitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus

derechos esenciales cuando no encuentran justicia en el Podcr Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la via constitucional, al justiciabie

solo Ie queda el camino de la jrLrisdicción internacional de protccción de derechos

humanos.

20. Como afirmó Raill leÍero Rebagliati, "la defensa dcl derecho de uno es, al mismo

tiempo, una delensa total de la Constitució¡1, pues si toda garaútía constitucional
cntraña el acceso a la prestación ju sdlccional, cada cual al del'ender su derecho

está defendiendo cl de los demás y el dc la comunidad que rcsulta oprimida o

envilecida sin la prolección judicial auténtica".
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